


   

 

quien lo hizo mediante escrito de 13 de abril de 2022 tras 
aducir los hechos y derechos que consideraban de aplicación, 
terminaba suplicando un pronunciamiento desestimatorio de las 
pretensiones de adverso. 
   
SEGUNDO.- Convocadas las partes para la celebración de la 
audiencia previa al juicio, se celebró ésta 18 de julio de 
2022 a ella comparecieron las partes debidamente 
representadas a través de procuradores con asistencia 
letrada, a continuación y no siendo posible el acuerdo la 
demandada se procedió a la  proposición de la prueba, 
conforme consta en el soporte videográfico del acto, 
proponiendo en exclusiva la documental y tras aportar la 
documentación requerida por la demandada, quedaron a 
continuación los autos pendientes de sentencia.  
 
 
En la tramitación del presente juicio se han observado las 
prescripciones legales. 
 
 
    

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
PRIMERO.- Son varias las cláusulas contractuales cuya nulidad 
se interesa por la accionante, así y en cuanto a la primera 
de ellas, concerniente a la comisión de gestión de la 
reclamación de posiciones deudoras , sin perjuicio de lo 
manifestado por la demandada que reconoce su nulidad, tanto 
del contrato con número 2048 0005 53  y el contrato 
número 2048 0005 51 9  en este punto,  conviene traer 
a colación la sentencia dictada por nuestra Ilma. Audiencia 
Provincial, sección 6ª, en fecha de 23 de julio de 2018 
cuando en un supuesto idéntico, precisó que  ciertamente la 
normativa que rige las comisiones aplicables a las 
operaciones de las entidades de bancarias con sus clientes 
reseña que "Las comisiones por operaciones o servicios 
prestados por las Entidades de crédito serán las que éstas 
fijen libremente", añadiendo después que "En ningún caso 
podrán cargarse comisiones o gastos por servicios no 
aceptados o solicitados en firme por el cliente. Las 
comisiones o gastos repercutidos deberán responder a 
servicios efectivamente prestados o a gastos habidos...". 
Incide además sobre este particular la Ley reguladora de las 
Condiciones Generales de la Contratación cuando exige que la 
cláusula o condición general se haya pactado expresamente por 
las partes y, además, que la cláusula sea clara y precisa, 
para garantizar que el adherente conozca o al menos haya 
tenido oportunidad de conocer las condiciones generales en el 



   

 

momento de celebración del contrato y que éstas resulten lo 
suficientemente comprensibles, considerando tales cláusulas 
como incluidas en el contrato sólo cuando el adherente acepte 
su incorporación al mismo y éste sea firmado por todos los 
contratantes sin que haya duda sobre la aceptación de tales 
cláusulas por parte de los contratantes. Se excluyen en 
consecuencia todas aquellas comisiones de origen 
exclusivamente unilateral, al exigirse que las comisiones 
nazcan del previo convenio o acuerdo expreso entre las partes 
y, además, desde el plano formal, con la exigencia de que el 
contenido de tal acuerdo ha de reunir los requisitos de 
claridad, precisión y transparencia para su correcta 
comprensión por la parte adherente. 
De tal acerbo normativo se puede extraer que para que una 
cláusula reguladora de una comisión bancaria, contenida en un 
contrato bancario, tenga plena validez en derecho es 
necesario: 1º.) que dicha cláusula haya sido pactada en 
forma; 2º) que obedezca a un servicio efectivamente prestado 
o un gasto habido; y 3º.) que dicho servicio haya sido 
aceptado o solicitado por el cliente. 
Y por último, como no, cuando el firmante del contrato es un 
consumidor, entra en juego también la Ley General para la 
Defensa de Consumidores y Usuarios, cuyo artículo 82 exige 
que las cláusulas no negociadas individualmente relativas a 
lo productos o servicios ofertados a los consumidores 
deberían cumplir, entre otros, el requisito de la "Buena fe y 
justo equilibrio entre los derechos y obligaciones de las 
partes, lo que en todo caso excluye la utilización de 
cláusulas abusivas.", entendiendo, por tales, entre otras, 
"cualquier otra estipulación que prevea el cobro por 
productos o servicios no efectivamente usados o consumidos de 
manera efectiva. ( Art. 87.5   del  TRLGDCU  (RCL 2007, 2164y 
RCL 2008, 372) )  
 
En el párrafo segundo del art. 3.1 de la citada Orden 
establece que "sólo pod rán percibirse comisiones o 
repercutirse gastos por servicios solicitados en firme o 
aceptados expresamente por un cliente y siempre que respondan 
a servicios efectivamente prestados o gastos habidos ". De 
donde resulta que al igual que sucede con el resto de 
comisiones, rige respecto a la misma el principio de 
"realidad del servicio remunerado" para su aplicación, de 
forma que sino no hay servicio o gasto, no puede haber 
comisión, debiendo reputarse indebida la girada por falta de 
causa.  
 
Es claro que las comisiones por reclamación de posiciones 
deudoras vencidas no representa por sí misma ningún beneficio 
para el consumidor pues no altera el plazo de que dispone 



   

 

para el cumplimiento voluntario, ni le exonera de la 
indemnización prevista para aquella hipótesis, más bien al 
contrario, de realizarse, elimina el acicate que para el 
deudor podría implicar la exoneración en costas en el 
supuesto de allanamiento; puede aún añadirse que, visto desde 
la perspectiva de que dicha actuación pudiera servir de aviso 
proporcionando información sobre un impago involuntario a un 
consumidor poco atento a la marcha del negocio, la comisión 
vulneraría el  artículo 89.5  del TRLGDCU que declara abusiva 
"La imposición al consumidor y usuario de bienes y servicios 
complementarios o accesorios no solicitados."  
 
Así las cosas, parece irrefutable que cuando el Banco reclama 
la regularización de un impago no está prestando ningún 
servicio a su cliente, antes bien lo que encubre la comisión 
discutida es una auténtica cláusula penal, que se suma a la 
indemnización de daños y perjuicios cubierta por los 
intereses moratorios y por tanto puede y debe ser examinada a 
la luz del  artículo 85.6 ) del TRLGDCU, conforme al cual son 
abusivas "Las cláusulas que supongan la imposición de una 
indemnización desproporcionadamente alta, al consumidor y 
usuario que no cumpla sus obligaciones." 
 
Dicho lo anterior, y considerando la cláusula cuya nulidad se 
pretende, es claro que se dan los requisitos contenidos 
anteriormente y dicha automatización en imponer dicha 
penalidad en la reclamación de posiciones deudoras no obedece 
más que a una exclusiva penalidad impuesta al consumidor, 
evidenciándose igualmente que se solapa a modo de penalidad, 
sin que responda o bien a un gastos generado a la entidad 
bancaria o a un servicio efectivamente contratado y prestado, 
razones suficientes las esgrimidas anteriormente para 
proceder a la declaración de nulidad de la meritada cláusula. 
 
SEGUNDO.- En cuanto a la cláusula relativa al interés por 
descubierto, y siguiendo la sentencia dictada por la Ilma 
Audiencia Provincial de Asturias con fecha de 17 de 
septiembre de 2020 Sección 5ª, ha precisado la STS de 13-3-
2020 (reiterada después por la de 15-7-2020): Se trata de una 
comisión distinta a la comisión por reclamación de posiciones 
deudoras (a la que se nos referimos en nuestra sentencia 
566/2019, de 25 de octubre ), pues cada una de ellas 
retribuye servicios distintos. La referida Memoria del Banco 
de España deslinda ambas comisiones y servicios:  
 
"mientras que la comisión de reclamación de posiciones 
deudoras retribuye el coste de las gestiones que efectúa la 
entidad para recuperar el impagado, la comisión de 
descubierto retribuye la facilidad crediticia que concede la 



   

 

entidad a su cliente. La comisión por la apertura de 
descubierto debe ser tenida en cuenta en el cómputo del 
límite máximo establecido en la LCCC para el descubierto 
tácito en cuenta a la vista de consumidores, al que se ha 
hecho referencia anteriormente (art. 20.4 de la LCCC)".  
 
De todo lo antes dicho, en lo que aquí resulta de interés, 
resulta que: (i) el descubierto tácito en cuenta es un 
servicio bancario consistente en la concesión de una 
facilidad crediticia (crédito cfr. art. 20.4 LCCC) al titular 
de la cuenta mediante la autorización de cargos que exceden 
el importe del saldo disponible; (ii) dicho servicio bancario 
puede ser retribuido mediante una contraprestación, que puede 
revestir la forma de intereses o comisiones por descubierto; 
(iii) las citadas comisiones resultan válidas y lícitas 
siempre que, además de cumplirse con los correspondiente 
deberes de información: a) respeten el límite máximo 
equivalente a una tasa anual equivalente (TAE) superior a 2,5 
veces el interés legal del dinero (incluidos los conceptos 
previstos en el art. 32.2 LCCC); b) no se aplique 
adicionalmente a dicho límite una comisión de apertura en los 
descubiertos (esta comisión debe computarse conjuntamente con 
la de descubierto para respetar su límite); y c) no se 
aplicable más de una vez en cada periodo de liquidación, 
aunque se generen varios descubiertos dentro de un mismo 
período.  
 
Por tanto, las cantidades en que se concrete la concesión de 
nuevo crédito en que consiste el descubierto tácito en 
cuenta, no pueden generar, durante el periodo de tiempo a que 
estén sujetos a su retribución mediante liquidaciones 
periódicas de comisiones de descubierto, el devengo de 
intereses moratorios, pues tales cantidades de sobregiro o 
excedidas del saldo disponible, voluntariamente cargadas en 
cuenta por el acreedor, constituyen nuevo crédito, sujeto a 
la regulación contractual aplicable como lex privata ( art. 
1.091 CC  ), no un inexistente crédito anterior vencido y 
exigible.  
 
Esta imposibilidad legal de duplicidad o solapamiento de 
gravamen de unas mismas cantidades y por unos mismos periodos 
de tiempo mediante la aplicación o devengo simultáneo de 
intereses de demora y de comisión de descubierto, responde a 
un criterio general que proscribe sujetar un mismo servicio a 
un doble gravamen retributivo, redundante por carecer de una 
correlativa doble contraprestación.  
 
Distinto es que en los casos en que se produzca un 
incumplimiento por incurrir el deudor en situación de mora 



   

 

(cosa que por definición no ocurre cuando el acreedor 
autoriza voluntariamente el cargo en descubierto), se pacte 
una cláusula penal. Como declaramos en la sentencia 556/2019, 
de 25 de octubre :  
"Conforme al art. 1152 CC  , la cláusula penal sustituye a la 
indemnización de daños y perjuicios, siempre y cuando no se 
haya pactado de forma expresa que el acreedor pueda exigirlos 
además de la pena ( sentencia 126/2017, de 24 de febrero  ). 
Por lo que puede tener una función resarcitoria del daño 
causado al acreedor por el incumplimiento, sustitutoria de la 
indemnización, o bien puramente punitiva, desligada de todo 
propósito resarcitorio ( sentencia 74/2018, de 14 de febrero  
)".  
Ese doble carácter resarcitorio o punitivo se refleja también 
en algunas de las disposiciones sobre protección de 
consumidores de la Unión Europea, como el art. 28.2 y 3 de la 
Directiva 2014/17/UE, del Parlamento y del Consejo, de 4, de 
febrero de 2014 , sobre los contratos de crédito celebrados 
con los consumidores para bienes inmuebles de uso 
residencial.  
De ahí que el art. 20.3,d) LCCC prevea en los casos de 
descubierto tácito la posibilidad de devengar 
"penalizaciones, gastos o intereses de demora", previsión 
paralela a la contenida en el art. 18.2 ("rebasamientos") de 
la Directiva 2008/48/CE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 23 de abril de 2008 , relativa a los contratos de 
crédito al consumo."  
 
Por lo que a la comisión de descubiertos o sobre saldo deudor 
del 4,5% sobre el mayor saldo contable deudor del periodo 
liquidado se refiere, conviene traer a colación la St. De 
nuestra ilma. Audiencia Provincial, sección 6ª de 9 de 
diciembre de 2020 indicando que en relación a la validez de 
la misma se ha pronunciado el TS en sus sentencias de fecha 
13 de marzo y 15 de julio de 2020, supeditando esa validez a 
que no exista duplicidad de gravamen por ese mismo concepto, 
estimando que esa duplicidad concurre cuando se adiciona a la 
citada comisión, intereses de demora que hubieran sido 
pactados.  
Pues bien esa duplicidad aquí concurre toda vez que en el 
condicionado del contrato de cuenta corriente se pacta además 
de la citada comisión por descubierto, un interés deudor o de 
morosidad del 32,31% TAE , que supera además el legal que 
para estas situación de descubierto establece el art. 20.4 de 
la LCCC. 
 
Para concluir que esa práctica de aplicar intereses y 
comisiones en forma acumulada, supone una duplicidad 
prohibida legalmente, en cuanto esa "...imposibilidad legal 



   

 

de duplicidad o solapamiento de gravamen de unas mismas 
cantidades y por unos mismos periodos de tiempo mediante la 
aplicación o devengo simultáneo de intereses de demora y de 
comisión de descubierto, responde a un criterio general que 
proscribe sujetar un mismo servicio a un doble gravamen 
retributivo, redundante por carecer de una correlativa doble 
contraprestación ( STS 176/2020, de 13 de marzo, y SSTJUE de 
3 de octubre de 2019 - asunto C-621/17, Gyula Kiss -, y de 26 
de febrero de 2015 - asunto C-143/13, Matei -)."  
 
La existencia de tal duplicidad por un mismo concepto en el 
contrato litigioso, hace que no pueda estimarse concurra en 
relación a la comisión de descubierto establecida en el 
mismo, los requisitos a que se supedita en las precitadas STS 
la validez de la misma, pese a reconocer que efectivamente se 
trata el descubierto tácito en cuenta de un servicio bancario 
consistente en la concesión de una facilidad crediticia 
(crédito cfr. art. 20.4 LCCC) al titular de la cuenta 
mediante la autorización de cargos que exceden el importe del 
saldo disponible, servicio que por ello puede ser retribuido 
mediante una contraprestación, que puede revestir la forma de 
intereses o comisiones por descubierto, pero no de ambos, 
como es el caso, máxime cuando aplicados en forma conjunta 
superan el límite legal establecido en el art. 20.4 de la 
LCCC. 
 
En el caso de autos y de acuerdo con la doctrina 
jurisprudencial, su licitud siempre, que entre otros 
requisitos, no supere el límite legal dicha estipulación es 
nula, lo que evidencia por lo tanto que el descubierto en tal 
porcentaje debe ser declarado nulo con las consecuencias que 
a tal efecto prevé el artículo 1303 del Cc. de retroacción de 
las cosas al estado inmediatamente anterior a su celebración, 
que en este caso implica la devolución de cuantas cantidades 
hubieran sido cargadas al consumidor y abonadas por este, con 
el consiguiente devengo del interés legal del dinero desde su 
respectiva fecha que será sustituido por el procesal indicado 
en el  artículo 576   de la  LEC  (RCL 2000, 34, 962 y RCL 
2001, 1892)  desde la fecha de la sentencia de instancia. 
 
TERCERO.- Por último y en relación a la comisión de apertura 
y estudio conviene traer a colación la sentencia dictada por 
nuestra Ilma. Audiencia Provincial, sección 1ª de 13 de enero 
de 2022 cuando pr
esta Sala sobre la cuestión controvertida a partir de 
las sentencias 34/2021 y 37/2021, ambas de 29 de enero de 
2021. 
Esta Sala y de modo uniforme las diversas secciones civiles 
de nuestra Audiencia, reconociendo las serias dudas sobre la 



   

 

legitimidad de la comisión de apertura -porque el Banco de 
España y la normativa sectorial hacen referencia explícita a 
ella, dotándola de la apariencia de, cuando menos, buena 
práctica bancaria-, vinieron inclinándose por la declaración 
de la nulidad, por abusiva, de la cláusula relativa a 
la comisión de apertura cuando no se demostraba que respondía 
a la efectiva prestación de servicios o gastos en que se 
hubiera incurrido. En tal sentido se expresa, extensamente, 
la propia resolución que se cita en la sentencia recurrida y 
a cuya argumentación nos remitimos en aras de evitar inútiles 
repeticiones. 
Tal criterio se modificó por esta Sala tras el dictado de la 
STS 44/2019, de 23 de enero, que, también sólidamente, 
argumentó en otro sentido y a cuyo contenido (fundamentos de 
derecho tercero y quinto) también nos remitimos en aras de la 
brevedad. 
Sin embargo, con posterioridad a la STJUE de 16 de julio de 
2020 (asuntos acumulados C-224/19 y C-259/19) y al menos en 
tanto no hay un pronunciamiento con superior criterio, 
entiende esta Sala que debe volverse a la posición inicial. 
En efecto, en lo esencial y por una parte, el parágrafo 71 de 
esta resolución establece: " Habida cuenta del conjunto de 
las anteriores consideraciones, debe responderse a las 
cuestiones prejudiciales séptima a décima que el artículo 3, 
el artículo 4, apartado 2, y el artículo 5 de la Directiva 
93/13 deben interpretarse en el sentido de que las cláusulas 
contractuales incluidas en el concepto de «objeto principal 
del contrato» deben entenderse como las que regulan las 
prestaciones esenciales de ese contrato y que, como tales, lo 
caracterizan. En cambio, las cláusulas de carácter accesorio 
respecto de las que definen la esencia misma de la relación 
contractual no están incluidas en dicho concepto. El hecho de 
que una comisión de apertura esté incluida en el coste total 
de un préstamo hipotecario no implica que sea una prestación 
esencial de este. En cualquier caso, un órgano jurisdiccional 
de un Estado miembro está obligado a controlar el carácter 
claro y comprensible de una cláusula contractual referida al 
objeto principal del contrato, con independencia de si el 
artículo 4, apartado 2, de esta Directiva ha sido transpuesto 
al ordenamiento jurídico de ese Estado miembro.". Y, por otra 
parte, el parágrafo 79 señala: " Habida cuenta de las 
anteriores consideraciones, debe responderse a la undécima 
cuestión prejudicial en el asunto C224/19  que el artículo 3, 
apartado 1, de la Directiva 93/13 debe interpretarse en el 
sentido de que una cláusula de un contrato de préstamo 
celebrado entre un consumidor y una entidad financiera que 
impone al consumidor el pago de 
una comisión de apertura puede causar en detrimento del 
consumidor, contrariamente a las exigencias de la buena fe, 



   

 

un desequilibrio importante entre los derechos y obligaciones 
de las partes que se derivan del contrato, cuando la entidad 
financiera no demuestre que esta comisión responde a 
servicios efectivamente prestados y gastos en los que haya 
incurrido, extremo cuya comprobación incumbe al órgano 
jurisdiccional remitente.". Se deduce, entonces, la 
posibilidad de declaración de abusividad de la cláusula 
cuando la entidad financiera no demuestre que 
la comisión de apertura responda a servicios efectivamente 
prestados o gastos en que hubiera incurrido. 
Este ha sido, asimismo, el parecer mayoritario hasta el 
momento -que no unánime- de la jurisprudencia de las 
Audiencias Provinciales posterior a la STJUE de 16 de julio 
de 2020. Así, a título de ejemplo, puede citarse el criterio 
expresado en diversas sentencias por la sección 4ª de la 
Audiencia Provincial de Las Palmas (así, la de 21 de julio de 
2020), de la sección 3ª de la Audiencia Provincial de 
Castellón (así, SAP 501/2020, de 29 de julio), de la sección 
4ª de la Audiencia Provincial de Murcia (así, SAP 723/2020, 
de 3 de septiembre) o de la sección 5ª de la Audiencia 
Provincial de Baleares (así, SAP 597/2020, de 21 de 
septiembre).  
 
En el momento actual no se puede desconocer que, por ATS 
10856/2021, de 10 de septiembre, se ha formulado al TJUE 
petición de decisión prejudicial sobre la cláusula que nos 
ocupa. El TS, considerando que la cuestión prejudicial 
resuelta por la sentencia TJUE de 16 de julio de 2020 fue 
planteada de un modo distorsionado, interesa del TJUE se 
conteste, en síntesis: si es conforme al derecho comunitario 
la consideración de la comisión de apertura como parte del 
precio, atendiendo a la específica regulación nacional; si 
son conformes los criterios establecidos en la jurisprudencia 
del TS para considerar la cláusula que establece 
la comisión de apertura como transparente; y, finalmente, si 
es conforme al derecho comunitario una jurisprudencia 
nacional que considera que una cláusula como la que aquí es 
objeto de litigio no causa, contrariamente a las exigencias 
de la buena fe y en detrimento del consumidor, un 
desequilibrio importante entre los derechos y obligaciones de 
las partes. 
 
Ahora bien, sin perjuicio de que pueda compartirse mucho de 
lo que se expresa en este auto, tampoco puede desconocerse la 
distinta posición en que se encuentra el TS, en cuanto órgano 
de última instancia, y esta Sala sobre la necesidad de 
someter la cuestión prejudicial al TJUE ( artículo 267 TFUE). 
Por otra parte, ha de tenerse en cuenta que el TJUE ya ha 
resuelto en la sentencia que acabamos de reseñar las dudas 



   

 

que, desde la perspectiva del derecho de la Unión, podría 
plantear la cláusula que establece la comisión de apertura, 
aunque ahora se reelabore la cuestión desde otra perspectiva. 
Resulta, entonces, aplicable la propia doctrina del TJUE 
sobre la no obligación de plantear cuestión prejudicial 
aunque ya se haya planteado una nueva cuestión y sobre la no 
obligación de esperar una nueva respuesta. Estaríamos, 
además, ante un acto aclarado por el propio TJUE en la 
sentencia de 16 de julio de 2020 (asuntos acumulados C-
224/19 y C- 259/19), particularmente cuando expresa que: 
" una cláusula de un contrato de préstamo celebrado entre un 
consumidor y una entidad financiera que impone al consumidor 
el pago de una comisión de apertura puede causar en 
detrimento del consumidor, contrariamente a las exigencias de 
la buena fe, un desequilibrio importante entre los derechos y 
obligaciones de las partes que se derivan del contrato, 
cuando la entidad financiera no demuestre que 
esta comisión responde a servicios efectivamente prestados y 
gastos en los que haya incurrido". Finalmente, no puede dejar 
de expresarse que, en la decisión de no suspender la 
tramitación del presente procedimiento, inciden, también, 
razones de índole práctica, pues el continuo planteamiento de 
cuestiones prejudiciales impediría que pudieran resolverse 
los recursos que penden ante esta Sala y, en el concreto caso 
que nos ocupa, la suspensión de los procedimientos llevaría a 
una paralización muy significativa de la actividad esta 

 
 
Dicho lo que antecede, la entidad financiera no ha practicado 
prueba que acredite que la comisión de apertura haya 
respondido a servicios efectivamente prestados ni gastos en 
que haya incurrido, por lo que la cláusula debe considerarse 
abusiva y, consecuentemente, nula. El propio hecho de que, 
con carácter general, la comisión de apertura se establezca 
en un porcentaje del importe total del préstamo concedido, 
vendría a poner de manifiesto que la comisión no se 
corresponde con los gastos o servicios prestados en cada caso 
concreto, aunque los mismos pudieran considerarse inherentes 
a la propia actividad del prestamista. 
 
CUARTO.- En cuanto a las costas procesales, la estimación de 
la demanda conlleva la expresa imposición de costas a la 
parte demandada, por aplicación del criterio objetivo del 
vencimiento que se contiene en el art. 394.1 LEC. 
 
 
Vistos los preceptos legales citados y demás de general y 
pertinente aplicación, 

 



   

 

FALLO 
 

Estimo la demanda formulada por doña    
 frente a la entidad UNICAJA BANCO SA y en 

consecuencia: 
 
Se declara  la  nulidad parcial del Contrato de Cuenta, nº 
2048 0005 53 3000757925, suscrito  por  la  parte  actora  y  
la  entidad demandada,  en  todos  los  contenidos  relativos  
a  la  comisión  por  la  gestión  de  la reclamación de 
posiciones deudoras. 
 
Se declara  la  nulidad parcial del Contrato de Cuenta, nº 
2048 0005 53 3000757925,  suscrito  por  la  parte actora y  
la  entidad demandada, en todos los contenidos relativos al 
interés por descubierto. 
 
Se declara la nulidad parcial del Contrato de Préstamo, nº 
2048 0005 51 , ,suscrito  por  la  parte  actora  y  
la  entidad demandada, en todos los contenidos relativos a la 
comisión de apertura y de estudio. 
 
Se declara la  nulidad  parcial  del  Contrato  de Préstamo,  
nº2048  0005  51  960401358,suscrito  por  la  parte  actora  
y  la  entidad demandada,   en   todos   los   contenidos   
relativos   a   la   comisión por   la   gestión   de 
reclamación de posiciones deudoras. 
 
Se condena a la demandada a estar y pasar por las anteriores 
declaraciones y las elimine de los contratos litigiosos. 
Se  condena,  en virtud  de  lo  anterior, a  la  entidad  
demandada  a  reintegrar  a  la  parte actora  las  
cantidades  que  correspondan  por  efecto  de la  nulidad  
de  las cláusulas interesadas,  cantidad  a  concretar  en  
ejecución  de  sentencia,  previa  aportación  de  la 
totalidad de movimientos desde la contratación del préstamo y 
de la cuenta. 
 
Se condena a la demandada a abonar el interés legal de las 
anteriores cantidades desde el  momento  en  que  salieron  
del  patrimonio  de  la  parte  actora y  hasta  la  fecha  
de Sentencia,  así  como  el  interés  legal  incrementado  
en  dos  puntos  desde  ésta  hasta  el completo pago 
 
CONDENO a la demandada al pago de las costas procesales. 
 
Notifíquese esta sentencia a las partes. Contra esta 
resolución cabe interponer recurso de apelación en el plazo 
de veinte días desde su notificación 



   

 

 
Así lo pronuncia, manda y firma , don    

 Magistrado del Juzgado de Primera Instancia e 
Instrucción nº 3 de Avilés. 
 
 

 
 
 
 
 
 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 
sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 
que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 
las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 
víctimas o perjudicados, cuando proceda. 
 
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 
fines contrarios a las leyes. 
 




